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Doctrina Administrativa

Tribunal Económico-Administrativo Central

Resolución 3760/2016 de 29/09/2016 

Unidad resolutoria: Vocalía Duodécima

Recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio. Devolución de ingresos indebidos. 
Legitimación para su solicitud en los supuestos de ingresos indebidos realizados por terceros en virtud de 
una diligencia de embargo de créditos.

El sujeto obligado al pago de un crédito, titularidad de otro deudor, en virtud de una diligencia de embargo de 
créditos emitida por la Hacienda Pública, está legitimado para solicitar la devolución de los ingresos indebidos que 
hubiera podido realizarse con ocasión de ese pago a la Hacienda. 

Fundamentos de derecho

TERCERO.- El Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa (en adelante, 
RGRVA) regula en su artículo 14 quiénes están legitimados para solicitar las devoluciones de ingresos indebidos, 
estableciendo: 

“Artículo 14. Legitimados para instar el procedimiento de devolución y beneficiarios del derecho a la devolución.  

1. Tendrán derecho a solicitar la devolución de ingresos indebidos las siguientes personas o entidades: 

a) Los obligados tributarios…

Siguiendo el orden de las alegaciones presentadas por el Departamento de Recaudación de la AEAT y por 
la Dirección General de Tributos, hay que señalar que el primer Centro Directivo se opone a la argumentación 
ofrecida por la resolución del TEAR de Castilla -La Mancha al considerar incorrecta la consideración de “obligado 
tributario” del receptor y obligado a cumplir una diligencia de embargo de créditos en la medida en que la LGT 
establece cual es el contenido específico de la expresión “obligación tributaria”, las cuales pueden ser materiales 
o formales, sin que ello suponga que pueda denominarse de tal manera a quien tenga cualquier otro deber u 
obligación resultante del ordenamiento jurídico-tributario.

El artículo 35 de la LGT define a los obligados tributarios en su apartado primero en los siguientes términos “1. 
Son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que la normativa tributaria impone 
el cumplimiento de obligaciones tributarias “, añadiendo a continuación en su apartado segundo un listado de 
posibles obligados tributarios, que el propio precepto configura con el carácter de “numerus apertus”, “2. Entre 
otros, son obligados tributarios: (...)”…

Por ello, y a pesar del vacío normativo que existe para este supuesto entre los legitimados a solicitar la devolución 
de ingresos indebidos, teniendo en cuenta que al receptor y obligado a cumplimentar la diligencia de embargo 
se le imponen tanto obligaciones tributarias tanto de carácter formal como la obligación de pago de un importe 
cierto, puede considerarse como un obligado tributario legitimado para solicitar de la Hacienda Pública las 
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cantidades ingresadas en exceso por el cumplimiento de una diligencia de embargo, en tanto que es fácilmente 
constatable, en supuestos como el que nos ocupa, la existencia de un error material a la hora de identificar la 
cantidad a ingresar.  

El supuesto que aquí se analiza no es un caso aislado o poco frecuente. Son muchos los casos de ciudadanos que 
reciben diligencias de embargo de créditos y desconocen la forma en que deben actuar ante la Administración 
Tributaria. El desconcierto y la falta de comprensión provocan que se planteen quejas tanto ante el Defensor del 
Pueblo como ante el Consejo de Defensa del Contribuyente…

CUARTO.- En cuanto al argumento barajado por ambos Centros Directivos, que consideran el pago de un exceso 
sobre el crédito embargado como un pago realizado por tercero, no encuentra, a juicio de este Tribunal Central, 
ninguna justificación en la medida en que la diligencia de embargo es un acto ejecutivo por el cual se compele a 
su receptor al ingreso de una cantidad bajo el apercibimiento de que cualquier pago que a partir de este momento 
se realice a favor del deudor tributario no será liberatorio y de las consecuencias asociadas que se pueden derivar 
del incumplimiento de la orden de embargo. El propio Departamento de Recaudación denomina al receptor de 
la diligencia como “un colaborador no voluntario”, por lo que no es razonable que se ampare un pago por tercero 
de la deuda tributaria cuando el pago se realiza de manera coactiva en virtud de una obligación impuesta por una 
norma jurídico-tributaria. 

El pago por tercero regulado en el artículo 33 del RGR tiene una connotación de voluntariedad que en nada se 
asimila al obligado al cumplimiento de una diligencia de embargo, para quien el origen de su obligación de pago 
se encuentra en una disposición legal…


